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    PRÓLOGO




    Tiene en sus manos un interesante y sobre todo, novedoso libro, por su contenido y consecuencias. Aborda con rigor y originalidad, el novedoso y complejo tema de lo que definimos como emergencia social, a la que llega desde el trabajo diario que realiza la autora como enfermera de emergencia sanitaria, lo que le ha posibilitado identificar, a través de la atención prestada a personas que activan los servicios de emergencia sanitaria la realidad social que configura la emergencia social, la cual, se encuentra en muchos casos invisibilizada, lo que produce, como primera circunstancia, una inadecuada respuesta e incluso, falta de la misma.




    Se configura como un texto donde realiza un riguroso recorrido sobre el ámbito de la emergencia social como objeto de intervención, comenzando por las definiciones, topologías, características y finalizando con una detallada presentación de los diferentes modelos de respuesta a estas situaciones desde la actual Red Municipal de Servicios Sociales de diferentes ciudades españolas. Se puede afirmar que desde el ámbito académico se desarrolla una propuesta teórica y conceptual sobre el novedoso tema de la emergencia social.




    En el primer capitulo se presenta el marco en el que se encuentran los Servicios Sociales de emergencia social. Se desarrollan los contenidos sobre las Políticas Sociales y cómo, a través de las mismas, se alcanza el Bienestar Social que se define en nuestras sociedades avanzadas.




    Seguidamente, se presenta al Sistema de Protección Social que definimos como Servicios Sociales, como instrumentos de dichas Políticas Sociales, el cual, junto con el Sistema Sanitario, Educativo y Seguridad Social, se define como el cuarto pilar del actual Estado de Bienestar. El Sistema de Servicios Sociales marca a las situaciones de riesgo social y de exclusión como uno de los principales objetos de intervención y en este sentido, realiza una presentación conceptual sobre dicho tema. En este marco se entiende que se aborde el ámbito de la emergencia social ya que la misma supone, en muchos casos, situaciones generadoras de riesgo social e incluso, si no se produce una respuesta adecuada, el inicio de procesos de exclusión.




    Para finalizar, el libro se convierte en un instrumento para la presentación de un ejemplo de lo que podemos definir como una buena practica profesional, realizando un interesante análisis de relación e interacción entre las emergencias sanitarias y emergencias sociales, lo que posibilita, visibilizar una realidad social (la emergencia social) y por ello, en muchos casos no recibe la respuesta adecuada. Identificar esta realidad social permite a la autora del libro, definir un modelo de coordinación socio-sanitaria, a partir de la respuesta a una emergencia sanitaria, en la que en muchos casos, se encuentra interrelacionada con situaciones de emergencia social.




    Podemos concluir felicitando a la autora del libro por su originalidad en relación al tema seleccionado por contenido novedoso y por el rigor en su desarrollo, ya que permite aportar, recopilar y organizar una amplia relación de conceptos y elementos teóricos que hasta ahora no se habían ordenado. Por otra parte y desde un marco practico, el libro permite identificar una realidad social, la emergencia social y desde la practica sanitaria, propone un modelo de respuesta desde la coordinación socio-sanitaria, manifestando la creación de dispositivos sociales especializados en dar respuesta a la emergencia social, al igual que existen en las emergencias sanitarias.




    Darío Pérez Madera




    Jefe del Departamento de SAMUR Social.


    Ayuntamiento de Madrid.




    Profesor Asociado de la Facultad de Trabajo Social.


    Universidad Complutense de Madrid.


  




  

    INTRODUCCIÓN




    La emergencia genera desprotección, afectando y comprometiendo las capacidades personales y favoreciendo procesos de vulnerabilidad social y de riesgo social.




    La realidad evidencia que no es fácil encontrar una situación de emergencia (de cualquier nombre), en cualquiera de sus fases, en la que exclusivamente intervenga un profesional de una única disciplina, y esto sucede porque la situación requiere resolver problemas de índole diversa.




    Mi interés por el estudio de las emergencias sociales comenzó hace bastantes años, como consecuencia de mi dedicación profesional. Como enfermera del servicio de emergencias sanitarias SAMU desde el año 2002, ha formado parte de mi actividad el valorar y dar respuesta a situaciones de emergencia social y de riesgo durante mi ejercicio profesional, donde niños y niñas, adolescentes, jóvenes, adultos y personas mayores presentan necesidades sociales de emergencia que se hacen visibles durante la atención de la emergencia sanitaria. Este motivo determinó investigar sobre los servicios específicos de atención a las emergencias sociales y profesionales sociales de atención in situ que ofrecen una intervención social de emergencia al afectado, pero no sólo en la intervención en catástrofes donde psicólogos tienen un papel fundamental, sino también en emergencias individuales y colectivas que ocurren en las ciudades y poblaciones a cualquier hora del día.




    Así mismo, como enfermera del SAMU de la ciudad de Valencia pude aportar al presente libro las funciones, prestaciones y recursos del Servicio desde mi propia experiencia profesional. Además, me preocupaba la actuación extrahospitalaria, en donde se requiere un cuidado integral del paciente con una serie de cuidados físicos, sociales y psicológicos. El resultado positivo de la intervención será la suma del trabajo realizado por los distintos componentes del equipo multidisciplinar, en el cual el enfermero es un miembro más. Situaciones desgarradoras como la siguiente han motivado este manuscrito: “Era de madrugada cuando solicitaron a través del CICU una unidad móvil SAMU para un intento de autolisis en una mujer de 42 años que quería precipitarse al vacío desde su balcón de la vivienda. Al llegar al domicilio, la mujer estaba acostada en su cama con un bebé de 8 meses, hedor a alcohol y diciendo continuamente que quería morir. La casa era insalubre, descuidada y mostraba falta de higiene. La mujer tenía una discapacidad auditiva importante y hablaba con dificultad. Su marido estaba en el comedor de la vivienda asustado. La mujer quería arrojarse por el balcón después de haber bebido 2 copas de whisky (cuando nunca había bebido). Después de tranquilizarse por nuestra presencia, nos explicó el motivo causante de su estado. Nos dijo que trabajaba 4 horas a la semana limpiando una casa, que su marido estaba en paro desde hacía 2 años y que pedían comida a Cáritas; explicó que ya no podía más con esa situación tan precaria, y quería dormir y nunca más despertar… La trasladamos al centro hospitalario para atender su angustia emocional…”.




    Las emergencias requieren profesionales competentes y respuestas inmediatas.




    También mi actividad docente como profesora asociada de la Facultad de Enfermería y Podología de la Universidad de Valencia desde el año 2009 me ha vinculado a las emergencias sociales. En las clases siempre he transmitido a mis alumnos la necesidad de una atención biopsicosocial a los pacientes, además de la humanización de la sanidad que debe hacerse presente en cada acción del futuro enfermero.




    Para dotar de coherencia este trabajo y facilitar el seguimiento de la argumentación se ha optado por dividirlo en dos partes, siguiendo el formato clásico. La primera parte corresponde al marco teórico en el que se fundamenta las emergencias sociales y su intervención, y se divide en cuatro capítulos. En el primero de ellos se habla de las Políticas Sociales y el Estado del Bienestar como garante de los Derechos Humanos. En el segundo capítulo se muestra cómo ha sido en España el desarrollo de los Servicios Sociales como Sistema de protección social frente a las necesidades sociales. A continuación, en el capítulo tres se definen los conceptos de vulnerabilidad, exclusión, intervención social y atención a las emergencias sociales. Para pasar finalmente al capítulo cuatro en donde se explica cómo es la atención psicosocial y cuáles son los recursos socio-sanitarios que dan respuesta a la emergencia social.




    La segunda parte corresponde a un caso de emergencia social real ante una situación de soledad sobrevenida a persona dependiente detectada en la ciudad de Madrid por un servicio de emergencias sanitarias e intervenida por un servicio de emergencia social. Además se exponen los procedimientos de intervención utilizados.
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    CAPÍTULO 1




    LAS POLÍTICAS SOCIALES Y EL ESTADO DEL BIENESTAR COMO GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS




    Las razones que nos llevan a realizar una aproximación conjunta a las Políticas Sociales, el Estado del Bienestar y los Derechos Humanos radican en su interrelación, que intentaremos mostrar mediante un recorrido histórico. Los Estados del Bienestar han sido uno de los grandes logros de la civilización europea y un intento de combinar la responsabilidad individual con la social. En los momentos en que ha habido dificultades de crecimiento se ha producido una cierta restricción de los Derechos Sociales. En los inicios del capitalismo se trataba de una desigualdad entre clases sociales; hoy, la desigualdad, además de las diferencias de ingresos, también se concreta en itinerarios de exclusión social o de marginación, gentes que tienen graves dificultades para vincularse a los mecanismos de inclusión en una comunidad: trabajo, familia y lazos sociales, tema que trataremos en otro capítulo.




    Los logros de la democracia dependen tanto del marco institucional como del vigor de su funcionamiento. No hay bienestar sin democracia, pero tampoco hay democracia sin bienestar. Las Políticas Sociales son un instrumento imprescindible para lograr una mayor igualdad, para formar parte de una sociedad, esto es, una igualdad como inclusión o, lo que es lo mismo, con derechos y deberes en tanto ciudadanas y ciudadanos de una colectividad. Una ciudadanía activa, preocupada por el porvenir de la humanidad, debe utilizar Políticas Sociales para ir trazando las sendas del arduo viaje a la igualdad.




    Analizaremos los Derechos Sociales como derechos de igualdad entendida en el sentido de igualdad material o sustancial por la filosofía que inspira su positivización, desarrollo y garantía, por los fines a los que están orientados (compensación, remoción de desigualdades socioeconómicas) y por las técnicas normativas para cuya satisfacción se introducen en el Derecho a lo largo del desarrollo y despliegue del Estado Social.




    Desde la perspectiva de los Derechos Humanos, la caridad por sí sola no es suficiente. En un Enfoque Basado en los Derechos Humanos (EBDH), los planes, las políticas y los procesos de desarrollo están anclados en un sistema de derechos y de los correspondientes deberes establecidos por el derecho internacional. Ello contribuye a promover la sostenibilidad de la labor de desarrollo, potenciar la capacidad de acción efectiva de la población, especialmente de los grupos más marginados, para participar en la formulación de políticas, y hacer responsables a los que tienen la obligación de actuar. Por ello, la visión amplia de los Derechos Humanos debe estar arraigada para lograr el desarrollo humano sostenible. Cuando se respetan en la práctica a la vez que en principio, ambos conceptos conforman un círculo virtuoso que se refuerza a sí mismo.




    En el siguiente epígrafe hablaremos de las Políticas Sociales, detallando sus antecedentes, y algunos conceptos como los de ciudadanía y democracia o la relación entre Política Social y Trabajo Social. Mostraremos el Estado del Bienestar, antecedentes, modelos y la situación en España y por último, nos detendremos en los Derechos Humanos y su enfoque, los Derechos Sociales y su reconocimiento.




    El objeto del siguiente capítulo es ofrecer un recorrido histórico de la Política Social y el Estado del Bienestar en España desde sus antecedentes hasta la situación actual, junto al reconocimiento de los Derechos Humanos y los sociales, presentando la importancia de reconocer las necesidades sociales como problema social y su protección frente al bienestar y calidad de vida de la ciudadanía para su pleno desarrollo.




    1.1 LAS POLÍTICAS SOCIALES




    1.1.1 Introducción




    La expresión Política Social ha tenido diversas significaciones en sus inicios (Política Social entendida como Política Laboral o Política Social como Política de equilibrio entre clases sociales) o las que se imponen después de la Segunda Guerra Mundial (Política Social como bienestar social, Política Social como difusión de ciudadanía social, Política Social como expansión y desarrollo de la personalidad). Aunque se suele decir que la expresión Política Social la utilizó por vez primera el publicista Robert Von Mohl hacia 1845, en la realidad, su incorporación al lenguaje científico puede datarse en 1854, en un libro del economista Wilhem H. Riehl, registrándose la locución Soziale Politik para subrayar en esta novísima rama de la política una mediación entre sociedad civil o económica y el sistema político.




    Toda democracia moderna debe poseer unas Políticas Sociales, entendiendo éstas como las características que definen a los modernos Estados del Bienestar. Una primera aproximación a su significado nos lleva a analizar la palabra “Política”. En general, Política significa originariamente la habilidad y el conocimiento de los hechos precisos para la conducción y administración de la polis. El concepto expresa la acción sobre unos medios para la consecución de unos determinados fines y, por lo tanto, implica un cambio, una modificación, ya sea de situaciones, de sistemas o de prácticas de conducta. Éste es el sustantivo que define los significados de los diversos tipos de “Política”: Política Cultural, Política Económica, Política Educativa y, también, Política Social. Emplear el término “social” no sería más que subrayar que el hombre es un ser social. Desde esta perspectiva, todas las políticas, todas las acciones de gobierno o grupos son acciones sociales.




    La definición más corriente de “Política Social” es la que la describe como aquella política relativa a la Administración Pública de la asistencia, es decir, al desarrollo y dirección de los servicios específicos del Estado y de las autoridades locales, en aspectos como salud, educación, trabajo, vivienda, asistencia y servicios sociales, política que tendría como finalidad la de paliar determinados problemas sociales o perseguir objetivos que generalmente son percibidos como respuesta a tales problemas. La Política Social supone aquella intervención pública que incide en el bienestar de las personas, ya sea cambiando, manteniendo o facilitando sus condiciones de vida. Este es el enfoque que se desarrolla a partir de otros autores como Marshall y como Titmuss que aseveran que la política tiene un impacto directo en el bienestar de los ciudadanos, a base de proporcionarles servicios o ingresos. Además, cuando se emplea el término “Política Social” no debemos reaccionar automáticamente revistiéndolo con un halo de altruismo, preocupación por los demás, por la igualdad o por otros temas parecidos. La parte más importante está formada por la Seguridad Social, la asistencia pública (o nacional), los Servicios Sanitarios y de bienestar, la política de vivienda. Los efectos finales de una Política Social redistributiva suelen ser la reasignación de parte de poder sobre los recursos materiales y culturales de los ricos a los pobres, o de los que más poseen a los menos favorecidos, pero también puede tener resultados distintos: puede reforzar la posición de los más privilegiados. Según Moix (1980), en la medida en que el bienestar de las personas se haga consistir en la posesión de bienes y en el acceso a los servicios, la preocupación central de toda Política Social girará en torno a su producción y distribución. Puesto que se juzga preferiblemente tener más que menos, será sumamente importante producir, pero también lo será distribuir bienes que se produzcan, puesto que se admite que cada individuo tiene cierto derecho al producto nacional bruto. Para una Política Social que contemple esencialmente al hombre como consumidor, no hay problema más crucial que el de la penuria. La Política Social, entendida como una actuación del Gobierno en un determinado campo, es un ámbito de la Política Económica, y esto nos sitúa en un punto central: la relación entre Política Social y la Económica. La imposibilidad de establecer fronteras debido a los estrechos vínculos que unen los dos ámbitos sitúa este problema en el campo de las relaciones y conflictos. Desde el pensamiento liberal - con Adam Smith- y también desde posiciones críticas –a partir de Karl Marx-, la economía ocupa un papel central en las relaciones sociales. El hecho de entender el progreso como una consecuencia del desarrollo económico ha comportado que una gran parte de los estudios sobre las Políticas Sociales se hayan enmarcado, con alguna excepción, en la perspectiva económica. El nexo inevitable entre Política Económica y Política Social ha producido que las distintas concepciones sobre esta última pivoten alrededor del conflicto presente hoy en los Estados capitalistas modernos: hacer compatibles los objetivos de la acumulación del capital con los de la protección social. Es decir, la legitimación de las democracias ligado a las luchas sociales vinculadas a las necesidades y conflictos de cada momento histórico. Según Alemán (2009), la Política Social puede concebirse como una mediación entre lo que conviene desde un punto de vista político y lo que es posible según el cálculo económico, siempre desde el monopolio de la acción pública.




    En sus inicios, el concepto de Política Social, como conjunto bien ensamblado, pudo aparecer referido a una acción racionalizadora, planificada y garantizada por el Estado, que se manifiesta a través de sus tres poderes: legislativo, ejecutivo y judicial. La ordenación jurídica, los debates parlamentarios, las Administraciones Públicas fueron recogiendo cometidos progresivamente más sociales y se fueron ampliando los servicios e instituciones públicas de asistencia.




    La Política Social es, ante todo, una cuestión de justicia y de libertad. Debe perseguir en todo momento la justicia social, que exige que cada persona tenga posibilidad de realizarse plena y libremente, suprimiendo cuantas trabas u obstáculos se opongan a ello, ofreciendo alternativas a la pobreza y a la ignorancia, otorgando a las personas mayores posibilidades y opciones, para que pueda desarrollarse y perfeccionarse al máximo según su libre albedrío, con la máxima ayuda de la sociedad. En esta línea, algunos autores como Moix (1980: 11) define la Política Social como “la ciencia que estudia toda acción organizada o profesional, ejercida sobre el individuo o sobre la comunidad o sobre ambos a la vez, que afecte directa e inmediatamente a la posibilidad del libre perfeccionamiento y desarrollo integral del hombre, es decir, a la posibilidad de su plena y libérrima realización personal, que es en lo que se cifra el imperativo de la justicia social”.




    En el contexto en que aparecen las primeras Políticas Sociales, tienen un alto contenido de objetivos e imperativos morales. La consideración de igualdad entre las personas, los Derechos Humanos o los Derechos de Ciudadanía provocan una acción de gobierno con un intento de conseguir esa deseada igualdad. Por tanto, la Política Social está también vinculada de alguna forma a los Derechos de Ciudadanía. Es necesario afrontar las causas estructurales de desigualdad, y para ello es necesario reforzar el Estado de Bienestar, extender sus prestaciones para que todo ciudadano pueda ejercer sus derechos en las circunstancias adecuadas, y también es necesario diseñar las Políticas Sociales desde un impulso ético vinculado con la igualdad de los seres humanos.




    El conocimiento de los cambios producidos en la población –pasados, presentes y también los previstos para el futuro- constituye un antecedente esencial para el análisis de la Política Social. Pero también aspectos como la transformación de instituciones básicas como la familia y la posición social de las mujeres; las divisiones de clase y de estatus y los cambios en la desigualdad social. El análisis de los sistemas de bienestar no puede escapar a la investigación sobre las diversas opciones de valores. En lo referente a la Política Social deberíamos exponer con la mayor claridad posible las elecciones de valores con las que se enfrentan las sociedades, ya se refieran a los accesos a la sanidad, a la protección, a la educación o a otros servicios que entrañan relaciones sociales y sistemas de creencias. Según Fernández y López (2008), en toda cultura juegan un papel fundamental los valores, entendidos como aquellos principios que rigen el comportamiento y permiten diferenciar lo bueno de lo malo, lo aceptable de lo detestable en un entorno dado. Existe toda una fundamentación ética de la vida común que se expresa a través de relatos, ejemplos, normas de comportamiento y leyes. Esta urdimbre de valores permite la comunicación y la interacción sobre la base de un proyecto común, una noción de naturaleza humana ligada a dichos valores. En este sentido, la ciudadanía, la igualdad y el derecho a encontrar una estructura de oportunidades que permita ejercer dicha ciudadanía conforman la base sobre el que se levantan los valores de nuestra sociedad.




    Los objetivos últimos de la Política Social son la cobertura de las necesidades y la reducción de las tensiones sociales. Las necesidades son un producto o resultado de la acción humana y evolucionan y se transforman formando parte del proceso histórico: por eso se suele hablar de necesidades sociales. Las personas tienen, además de las necesidades materiales básicas, necesidades emocionales y culturales. Un tema como el de la pobreza plantea a quien la sufre, además de la falta de recursos monetarios, un problema de marginación y de aislamiento “de exclusión social”, lo cual incrementa el grado de desigualdad y potencia los problemas sociales. Vinculado al tema de las necesidades humanas encontramos el concepto de problema social. El reconocimiento de la existencia de un problema social es tan difícil de precisar como la necesidad social. La evidencia de un problema social depende de dos fuentes: por una parte de la existencia de carencias y por otra de la decisión del grupo social en el que se presente, de que dicha carencia es un problema social. Así diremos que la Política Social “se ocupa” de los problemas sociales. De acuerdo a las Heras y Cortajanera (1985), la necesidad en los seres humanos es conseguir los medios que le son propios para su mantenimiento y desarrollo. La necesidad se manifiesta en un estado de carencia de medios para satisfacer las aspiraciones humanas; y esta carencia puede ser particular y social. Las carencias particulares son aquellas carencias que no comprometen más que a los individuos. Las carencias sociales comprometen, en mayor o menor grado o extensión, a la sociedad y sólo de ésta puede recibir la solución adecuada. El estudio, tratamiento y desarrollo de las necesidades sociales constituye una actividad pública dominante y así la calidad de vida y el bienestar general encuentran las mejores condiciones de pleno desarrollo.




    Según Bueno (1992) el concepto de necesidad se encuentra íntimamente ligado al reconocimiento y definición de las carencias y de la organización de la sociedad para satisfacerlas. Designando e identificando los problemas, asume una función de diagnóstico de la problemática social, y al mismo tiempo promoviendo las ayudas requeridas para solventar ese estado de necesidad, asume una función prescriptiva. Como vemos, el concepto de necesidad muestra su carácter central en la definición y desarrollo de Políticas Sociales.




    Podríamos decir que tan Política Social es el intento de adaptar el individuo a la comunidad, como el de adaptar la comunidad al individuo o ajustar mutuamente ambos. Tan incluidas en su campo quedan la ordenación, estructuración o reestructuración de la sociedad, a fin de crear nuevas estructuras sociales o reformar las ya existentes, como la ayuda prestada a los individuos, a los grupos o a las comunidades para que puedan aprovechar y beneficiarse al máximo de las posibilidades y ventajas que la sociedad les ofrece, o la programación conjunta de tales objetivos mediante la planificación global del desarrollo social. La Política Social comprende así todo el campo del bienestar social y el Trabajo Social en todas sus ramas.




    1.1.2 Los antecedentes




    Parece necesario detenerse al menos brevemente en la historia de la acción social y el conocimiento de su evolución para comprender la dinámica que ha seguido la Política Social en los Estados modernos. Por asistencia social o acción social se entiende la manera utilizada por una sociedad para tratar aquellos individuos o grupos carentes de recursos necesarios para llevar una vida mínimamente digna en cada momento histórico. Según las Heras y Cortajerena (1985) la acción social supone el marco operativo de la Política Social.




    A lo largo de la historia de España, el desarrollo de la Política Social fue paralelo al de otros países europeos. Durante el Antiguo Régimen, los entonces denominados hospitales –que se situaban al lado de los monasterios- acogían indistintamente enfermos, peregrinos o pobres. Con el nacimiento de las ciudades aparecen también los hospitales urbanos fundados por los gremios. Las Casas de Misericordia o los albergues eran centros de corrección, de enderezamiento de los desviados y, en última instancia, de enseñanza de oficios; lugares de reclusión y control para los pobres indigentes. Hasta el siglo XVII, la mentalidad conservadora y la tradición medieval fueron los valores predominantes. La política asistencial, como responsabilidad pública, aparece a partir de la Ilustración. La Seguridad Social moderna o Política Social de protección a los ciudadanos tiene dos aspectos: el primero es un conjunto de medidas de previsión de riesgos futuros; un seguro para hacer frente a posibles sucesos que pudieran ocurrir. Básicamente, se trata de una previsión frente a la falta de ingresos ocasionada por falta de trabajo. El segundo aspecto tiene que ver con las medidas asistenciales que se ponen en funcionamiento para cubrir las necesidades. Estos dos aspectos de las políticas protectoras se van desarrollando a los largo de casi dos siglos. El papel de la Iglesia católica juega un papel importante en la asistencia sobre todo en los primeros siglos de historia asistencial.




    Las medidas de previsión tienen su origen en las Cofradías o Hermandades de Socorro -de profesiones o dependientes de gremios-, su desarrollo sucede en la primera mitad del siglo XVIII. La función más importante era la ayuda monetaria que prestaban en caso de enfermedad a sus miembros y permitía al enfermo ser atendido -durante un mes- en su propio domicilio. Las mujeres de los artesanos tenían también cofradías específicas destinadas a la cobertura de un seguro por maternidad. Estas organizaciones se autofinanciaban con las cuotas mensuales aportadas por sus miembros. Los montepíos vinieron a sustituir a partir de 1780, a las cofradías con un funcionamiento muy similar y podían tener carácter público o privado. El Monte de Piedad, de origen religioso, tenía como objetivo el prestar dinero -sin intereses- mediante el empeño de prendas u objetos de valor. En el campo existía también un sistema de previsión, los pósitos, que eran depósitos de grano, institución de crédito rural y abastecían de pan a los pueblos a precios más ajustados.




    En relación a las medidas de asistencia, las nuevas ideas de la Ilustración comportan que la caridad de siglos anteriores se vaya sustituyendo con la obligación de trabajar para todas aquellas personas capaces de hacerlo. El mundo de la pobreza pasa a ser clasificado en función de la capacidad o no de trabajar, de tal forma que sólo serán dignas de ayuda aquellas personas que hubieran perdido su modo de subsistencia o tengan algún impedimento para el trabajo. Para el resto de personas sin oficio se pondrán en funcionamiento medidas para forzar el trabajo y reprimir “la vagancia”. Para acoger a aquellas personas que no tienen medios para subsistir se crean los hospicios, institución que se extiende por todo el territorio nacional, definiéndose como una institución de carácter benéfica destinado a recoger mendigos, vagabundos y marginales. Los hospicios privan la libertad de los acogidos e incorporan una fuerte disciplina en su interior, considerándose un lugar de castigo o se asocian a una prisión. Eran habitados por una población muy heterogénea: desde el niño abandonado hasta el viejo incapaz o el mendigo sin domicilio ni ocupación, pero también acogía a personas que estaban cumpliendo penas por pequeños delitos y aquellos niños difíciles que son enviados por sus familias solicitando ayuda en su educación.




    La Constitución de 1812 atribuía la competencia de la enseñanza y la asistencia sanitaria públicas a los ayuntamientos. Pero la falta de recursos y de continuidad política, imposibilitaron su puesta en práctica. Hasta bien entrado el siglo XIX, las medidas represivas de asistencia social siguen siendo las predominantes. Ahora bien, las nuevas situaciones económicas y políticas del siglo XIX, con la influencia del movimiento obrero de un lado, y de las ideas reformistas y del catolicismo social, del otro, obligan a replantear la atención a las necesidades derivadas de las nuevas relaciones sociales de trabajo. Los hospicios ya no responden a las nuevas necesidades de la segunda mitad del siglo XIX.




    Durante el XIX, la asistencia social se destaca por un menor peso de la Iglesia. A lo largo del siglo, la política benéfico-asistencial se centra en la asistencia familiar. La Ley de Beneficencia de 1822, sustituirá la asistencia de la Iglesia en la acción social y su carácter benéfico asistencial por una Política Social de carácter liberal. La Ley establecía la sustitución de la asistencia caritativa de origen eclesiástico por la beneficencia liberal gestionada por los municipios y provincias. Se preveía la creación de las maternidades, los asilos y los hospitales, así como la implantación del socorro domiciliario. En cambio, a partir de la Ley de Beneficencia de 1849 que recortaba las atribuciones de los ayuntamientos y reforzaba las competencias provinciales, se dio paso a la creación de un sistema, organizado en forma piramidal, con una Junta General, unas Juntas Provinciales y una Juntas Municipales que tendría amplios poderes de actuación sobre la inadaptación social. Esta estructura llegó hasta el Franquismo.




    Y el papel de la Iglesia católica que durante tantos años había venido dominando gran parte de la enseñanza y la desamortización de la asistencia, de los bienes eclesiásticos de 1836 y 1844, representó la pérdida de su control. Esta pérdida creó un fuerte malestar y una presión del Vaticano que acabó con la firma del Concordato de la Santa Sede en 1851 entre España y el Vaticano, en donde se autorizaba la adquisición de propiedades y la creación de órdenes religiosas para cuidar a los pobres y necesitados. Así, en el último tercio del siglo se crearon muchas órdenes religiosas, en su mayoría congregaciones religiosas femeninas con el objetivo de atender las necesidades sociales. Contaban con hospitales, hospicios, casas cuna, residencias, escuelas y misiones, así como importantes recursos económicos para llevar a cabo su trabajo, con lo que su protagonismo se vio fortalecido a finales del siglo XIX.




    Junto a la Ley de Beneficencia y como resultado de la organización de los trabajadores, con referencia a la previsión social, se potencian otras instituciones como las de socorro mutuo o las entidades crediticias. Las sociedades de socorro mutuo son agrupaciones de socios que socorren a sus miembros en caso de enfermedad, imposibilidad o muerte. Se potencian también los Montes de Piedad y las primeras Cajas de Ahorro con la doble función de constituir organismos de previsión y entidades de crédito. La necesidad de una intervención estatal va prosperando y así, en 1889 se presenta la propuesta de creación de una Caja Nacional de Previsión que no llegó a aprobarse.




    Los manicomios, prisiones, escuelas, medidas de higiene, ensanches en las ciudades, fomento de ahorro y la propiedad, y la asistencia domiciliaria fueron las principales instituciones que permitieron poner orden y a su vez propiciar las primeras medidas de Política Social.




    En la Política Social moderna y en el ámbito mundial se va extendiendo el debate sobre la necesaria intervención estatal en el campo social. También la Iglesia católica va modificando su postura en el mismo sentido. La Encíclica Rerum Novarum del Papa León XIII en 1891, propugnaba una actuación social tripartita entre Iglesia, Estado y grupos sociales interesados. Reconocía la legítima intervención del Estado por medio de leyes protectoras, así como las aportaciones de la Iglesia en el terreno doctrinal y un modelo mixto de acción social. La Iglesia católica, a fines del XIX, cambia de estrategia, dando paso al “catolicismo social” que apoya la democracia y fomenta la creación de sindicatos obreros y centros sociales en los barrios de los trabajadores.




    Con la Industrialización en el siglo XVIII y XIX, el auge económico va acompañado del nacimiento de otro tipo de pobreza, la del obrero, con una alta tasa de mortalidad y morbilidad y numerosos problemas de salud derivados de las condiciones del trabajo, de la vivienda y de la alimentación. Ante esta situación, el Estado crea la Comisión de Reformas Sociales, dependiente del Ministerio de Gobernación al objeto de mejorar el bienestar de la clase obrera vigilando cuáles son sus causas y condicionantes. La Comisión es una institución compuesta por conservadores católicos y krausistas. Para los primeros, la pobreza se justificaba tanto por la inferioridad intelectual, psíquica y moral de las clases trabajadoras como por su función espiritual, ya que permitía la caridad y la santificación del rico, con lo que sus propuestas aportaban poca innovación. Los Krausistas aportaron aires de transformación con sus propuestas de políticas reformistas de fomento de la cultura -entendida como moralidad-, tanto entre las clases trabajadoras como en el conjunto social, y de fomento del corporativismo. Todos los estudiosos del Krausismo señalan al movimiento Kraus-institucionalista, como muestra de actitud integral y talante irreprochable: todo un intento de moralizar la vida social y de activar el pensamiento liberal y progresista.




    Desde estas ideas, Francisco Giner de los Ríos fundó en 1876 la Institución Libre de Enseñanza, proclamando el principio de la libertad e inviolabilidad de la ciencia, el cual pretendía formar hombres útiles al servicio de la humanidad y la patria. Tal institución pasó a partir de 1881, a tener una gran influencia en la política educativa estatal.




    Todo este clima de transformación provoca que se empiecen a aplicar las primeras leyes de protección social. Las primeras fueron las de obligación de descanso dominical y las de protección a las mujeres y a los niños. La Política Social del siglo XX español dibuja un proceso discontinuo entre períodos de dictadura y de democracia que impiden un avance progresivo de las políticas de protección.




    En la etapa de los comienzos de la Política Social moderna y de regulación del mercado de trabajo, se crea el Instituto de Reformas Sociales (IRS), en 1903. Sus objetivos eran realizar estudios sobre problemas sociales y del trabajo, así como elaborar proyectos de ley sobre el mercado laboral. El IRS supone una institución que no sólo plasma la preocupación existente en los poderes públicos acerca de la “cuestión social” (ver glosario) sino que es la materialización de la relación entre patronos y obreros, como máxima expresión del desarrollo de la Política Social de un país en proceso de modernización. Así mismo, el IRS tenía encomendado el estudio de “todas las cuestiones que directamente interesen a la mejora y al bienestar de las clases obreras, tanto agrícolas como industriales, y que afecten a las relaciones entre capital y trabajo” (Montalvo, 2003: 116). Una de las mayores contribuciones del IRS fue la apuesta por el rigor científico, el estudio serio y documentado, en el tratamiento de las materias económicas y socio-laborales, constituyendo un referente obligado en el estudio y análisis posteriores de las diversas ramas de las Ciencias Sociales.




    En este período se aprobaron leyes importantes, como las de 1904 Ley de descanso dominical de los trabajadores; 1909 Ley de Huelgas; 1911 Ley de Construcción de “Casas baratas”; 1919 Ley de Regulación del horario laboral 8h/jornada; Ley de retiro obrero y Ley de seguro frente al paro forzoso; 1922 2ª. Ley de “Casas baratas”.




    La promulgación de estas nuevas leyes, permitía que los trabajadores pudieran reclamar los derechos que de ellas derivaban. En el año 1920 el IRS se convirtió en organismo consultivo al crearse el Ministerio de Trabajo; fue disuelto por Primo de Rivera en 1923, se restableció en los años treinta y permaneció hasta inicios de los ochenta. La urbanización deficiente y las condiciones ínfimas de vivienda era uno de los factores que más repercutían en las condiciones de vida de las clases trabajadoras. Se acometen importantes medidas de política urbana con el objetivo de conseguir unas viviendas más higiénicas que mejoraran las condiciones de vida y propiciaran una mayor productividad del trabajo. También se inician políticas de descentralización regional, la Ley de Mancomunidades Provinciales de 1913 que permite la creación de “Mancomunidades” a partir de la unión de diversas Diputaciones provinciales. En Cataluña, la Mancomunitat de Cataluña (entre 1914 y 1923) fue el embrión de una institución de autogobierno, cuyo objetivo era el de mejorar y transformar las condiciones generales de producción, actuando sobre las condiciones de vida de los trabajadores, e incidió en la distribución de los gastos destinados a beneficencia, sanidad, enseñanza e investigación.




    La organización de la sanidad se basaba en la Ley de Sanidad de 1855, que establecía la obligación de que los municipios prestaran asistencia médico-farmacéutica a las familias pobres de su comunidad. Esta ley se amplía en 1904 con la obligación de que los ayuntamientos realizaran mejoras higiénicas a las viviendas, regulación y control de la higiene en las escuelas y de los escolares, inspección de alimentos y bebidas y vacunación de la viruela. También este año se crea un Consejo Superior de Protección a la Infancia, adscrito al Ministerio de Gobernación. El Consejo contaba con Juntas Provinciales y Locales, encargadas del control y del cumplimiento de las leyes, de vigilancia y control, de gestión de Reformatorios y Tribunales Tutelares de Justicia que, a partir de 1918, fueron la auténtica jurisdicción penal para los menores de edad y cuya vigencia llegó hasta finales del Franquismo.




    A partir de 1904, con la Instrucción General de Sanidad se diseña una política de multiplicidad de los seguros sociales (retiro obrero, enfermedad, invalidez, maternidad, accidentes de trabajo), coordinados a partir de 1908 por el Instituto Nacional de Previsión (INP), cuyo objetivo es el de difundir y propiciar la previsión popular a partir de pensiones de retiro frente a la invalidez o a la vejez. De 1908 a 1918 fue una etapa organizativa y de carácter subsidiario en lo referente a la previsión, que quedó claramente establecida a partir de 1919. En España, el seguro por maternidad legislado en 1922 se puso en funcionamiento en 1931 y a finales de 1934 se incluyó dentro de los seguros obligatorios del INP en base a un seguro unificado.




    Un paso importante en el desarrollo de la Política Social fue el período de la II República (1931-1936) por dos aspectos: políticas de mercado laboral -con legalización de sindicatos, incrementos salariales y reducciones de jornada laboral- y por la Ley de creación de una Caja Nacional contra el paro forzoso de 1931 y la Ley de Paro de 1935, y políticas de educación, que destinaron gran cantidad de recursos a políticas de formación.




    En 1933 se aprueba la Ley de Vagos y Maleantes, también conocida popularmente como “la Gandula”, para el control de la considerada “desviación social” que incluía el tratamiento a “mendigos, rufianes sin oficio conocido, proxenetas y, más adelante, también a homosexuales”. Era una ley presente buena parte del siglo XX, introducía medidas de control, alejamiento y retención de individuos desviados y peligrosos para el orden social establecido. No obstante, esta ley, fue utilizada para el control arbitrario de aquellas personas no gratas al régimen Franquista.




    La Guerra Civil y la larga Dictadura Franquista representaron no solo la pérdida de libertades sino también un cambio importante en la Política Social que se había ido dibujando hasta esos momentos. El partido único Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FET y de las JONS) surgió como consecuencia de la unión de los dos grandes grupos políticos que actuaron durante la guerra en la zona nacional. La Ley de Unidad Sindical de 1940 prohibía explícitamente la existencia de toda otra organización sindical que no fuese la FET y de las JONS.




    En 1938 se aprobó el Fuero del Trabajo inspirado en el Foro del Lavoro de Mussolini, que estipulaba la protección de los obreros y la necesidad de introducir un esquema de seguros, aunque sin especificar cómo debía concretarse y qué tipo de riesgos debían cubrirse. El Fuero del Trabajo puede considerarse como la Carta Magna de la Política Social del Franquismo hasta 1960.




    La Dictadura representó la negación de todas las libertades, y afectó en gran manera a la educación, con una censura rígida de toda clase de libros. En definitiva: enseñanza confesional de acuerdo con la moral y el dogma católico y politización de la educación.




    La política de asistencia social Franquista durante la etapa de la autarquía se caracterizaba por ser claramente regresiva -con valores fuertemente tradicionales- y de carácter benéfico y asistencial. La regulación de la asistencia se regía todavía por la Ley de la Beneficencia de 1849 y estuvo vigente hasta finales de los años sesenta. La primera institución social pública después de la guerra fue la Obra de Auxilio Social, integrada como obra de la Falange y bajo la tutela del Ministerio de Gobernación. Sus funciones eran básicamente las de atención a los niños, a los indigentes, a las embarazadas y parturientas y de “todas aquellas necesidades benéficas que el Estado le encomiende por acto de delegación especial según el Decreto de 17 de mayo de 1949” (Montagut, 2000: 166). La Obra de Protección de Menores y el Patronato de Protección a la Mujer, dependían del Ministerio de Justicia. Los seguros de accidentes, maternidad, retiro obrero, enfermedad, subsidio familiar, régimen especial agrario, desempleo y plus familiar seguían siendo gestionados por el INP. El Retiro Obrero fue sustituido, en 1939, por el Subsidio de Vejez e Invalidez.




    El Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI) de 1947 concedía pensiones de cuantía fija para mayores de 65 años y mayores de 60 años en situación de discapacidad. Además del SOVI se potenció la creación de mutualidades laborales, conformadas por trabajadores de una misma rama industrial o de servicios, bajo la supervisión y coordinación del Estado. Las mutualidades proveían beneficios por jubilación, discapacidad, larga enfermedad, viudedad y orfandad, lo que configuró una doble estructura en la organización de la previsión social. El Seguro Obligatorio de Enfermedad sólo atendía a un sector muy limitado de la población y con muy pocas prestaciones como la Atención Primaria, la gratuidad de algunos medicamentos y hospitalización por operaciones.




    La “apertura” del régimen Franquista incidió en el diseño de las estructuras de la Política Social moderna. La Ley de Bases de la Seguridad Social tiene como objetivo unificar los distintos programas existentes en un Sistema Nacional de Seguros Sociales (SNSS) y la implantación de un modelo unitario e integrado de protección social. La citada ley se configura como un sistema de solidaridad nacional frente a riesgos individuales, con carácter obligatorio y estatal, con el mecanismo financiero de reparto. Se crearon Fondos Nacionales que vinculaban las recaudaciones de determinados impuestos y ahorros con determinadas finalidades sociales. El primer intento de establecer un Sistema de Servicios Sociales fue en 1961 con la creación del Fondo Nacional de Asistencia Social (FONAS) y en 1962, la Dirección General de Promoción Social. Las principales actuaciones del FONAS fueron los programas asistenciales y la concesión de pensiones para personas ancianas, enfermas y sin recursos económicos. Su financiación procedía únicamente de impuestos especiales y, posteriormente, de una parte de los Presupuestos del Estado y el resto de la recaudación de impuestos sobre el juego. Los programas asistenciales se dirigían a tres colectivos: ancianos, enfermos e inválidos para el trabajo y personas con minusvalías psíquicas y sensoriales. En 1963 se aprobó la Ley General de Seguridad Social entre cuyas funciones se encuentra la de coordinar los antiguos Servicios Sociales y la Beneficencia. En 1966, los Servicios Sociales de la Seguridad Social amplían sus prestaciones a todos los beneficiarios. En el año 1967 se diseña la Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social y en 1972 se expande la protección social. En 1974 se crearon el Servicio de Rehabilitación y Recuperación de Minusválidos (SEREM) que tuvo actuaciones en el campo de la formación y en la gestión de centros especiales, y el Instituto Nacional de Asistencia Social (INAS), antes Instituto Nacional de Auxilio Social.




    Como ya hemos dicho, la Iglesia católica tuvo una incidencia destacada en los Servicios Sociales desde la Encíclica Rerum Novanum de 1891 y durante el Franquismo. En el año 1942 se creó el Secretariado Nacional de Caridad. Hacia final del decenio se impulsó la creación de órganos diocesanos con el objetivo de generar una acción social que superara la tradicional acción benéfica y que dio paso a la constitución, en marzo de 1960, de Cáritas Española, como entidad benéfico-social de la Iglesia católica y que cumpliría un importante papel en la atención a las necesidades sociales. Se promovieron centros sociales para la participación de la comunidad y para servicios básicos, así como diversos servicios, desde guarderías, comedores o residencias a bibliotecas y cooperativas. Todo ello constituía un Sistema de Servicios Sociales moderno, aun a pesar de ser de iniciativa privada y tener un carácter fuertemente religioso, sirviendo la estructura de Cáritas como modelo.




    En el ámbito educativo, el Libro Blanco de la Educación publicado en febrero de 1969 supuso un paso de suma importancia para la renovación del Sistema Educativo. La Ley General de Educación aprobada en 1970 suponía una educación obligatoria y gratuita -hasta los 14 años-.




    Con la muerte del General Franco, en noviembre de 1975, se avanza hacia la recuperación de la democracia y el inicio del Estado del Bienestar en España. Según Montagut (2000: 169) “Un Estado del Bienestar no solamente representa la adopción de determinadas políticas sociales, sino que requiere también una plena democracia que permita un amplio pacto social con la prestación de servicios generalizados a toda la población –no solo a los trabajadores- a cambio de la contribución con impuestos”.




    El Estado del Bienestar en España comienza en 1977 con las primeras elecciones democráticas después del Franquismo, celebradas el 15 de junio, y que permiten recuperar el marco institucional de tipo democrático e instaurar un verdadero Estado protector. El cambio democrático en el momento de la transición (1975-1982) se caracterizó por: el predominio del carácter y orientación benéfica; la filosofía paternalista y compasiva; la idea de la ayuda individual; la falta de orientación preventiva y el apoyo a la autonomía individual; se encuentra desvinculado de la vida comunitaria del territorio donde está implantado; responde a la idea global de establecimiento, no de las necesidades sociales; se basan más en la buena voluntad que en la consideración técnica de los problemas sociales; los centros existentes tienden a ser especializados, con falta de instancias de información, orientación y canalización; poca presencia del sector público, predominio del privado; carácter marginal de la financiación, como consecuencia de la consideración graciable de las prestaciones; descoordinación y falta de planificación.




    El Estado del Bienestar en España se inicia con los Pactos de la Moncloa, firmados el 25 de octubre de 1977, que constituyen el primer elemento de la democracia española. En ese momento histórico, la economía española atraviesa por una grave situación, caracterizada por importantes desequilibrios como una elevada tasa de inflación, un desarrollo insatisfactorio de la producción con cifras elevadas de paro y un fuerte desequilibrio en los intercambios en el extranjero. Los representantes del Gobierno y de los diversos partidos políticos con representación parlamentaria responden al citado desequilibrio mediante dos tipos de acciones: las dirigidas a equilibrar la economía con actuaciones a corto plazo y las encaminadas a la realización de importantes reformas que encaucen la economía y la sociedad española hacia un futuro de libertad y progreso, mediante acuerdos políticos y económicos. Los acuerdos políticos son la base de la Constitución de 1978, y los económicos incidían en el control de la inflación y en la creación de empleo. El desarrollo de la normativa constitucional ha dibujado la descentralización administrativa y política de España en 17 Comunidades Autónomas (CCAA) y ha permitido consolidar la democracia e integrar España en la Unión Europea (UE).




    Varios son los cambios que han transformado España a partir de 1982, año en el que se considera realmente consolidada la democracia. Cabe dar mención al reconocimiento de los Derechos de Ciudadanía –Derechos civiles, políticos y sociales-, debiendo ir emparejados a la obligatoriedad de la existencia de políticas públicas, expresamente incluidas en los textos constitucionales, orientadas a la promoción y sostenimiento de Sistemas Públicos de Servicios Sociales suficientes para la atención a personas y grupos y dirigidas al logro de su pleno desarrollo personal y social, así como a la eliminación de causas y efectos de las diversas formas de marginación y exclusión social.




    Para finalizar con los antecedentes, hacemos mención a los cambios recientes en las políticas de otros países. Según Montagut (2000), en los últimos años se han venido modificando algunos aspectos en los que se han endurecido las condiciones para tener acceso a determinados beneficios. En los sistemas de pensiones, en muchos países, la edad oficial de jubilación ha aumentado, alrededor de los 65 años, al mismo tiempo que se han ido introduciendo medidas para reducir las cuantías de las pensiones. Se ha frenado la política de jubilaciones anticipadas que había conducido a que alrededor de la mitad de los hombres entre 55 y 64 años no siguieran trabajando. En la creación de ocupación, se han propiciado políticas de creación de empleo más activas. Hay un reconocimiento general de que, frente la falta de ingresos, los subsidios no son suficientes para hacer frente a los problemas del desempleo y la exclusión social. En la sanidad, las políticas han sido de poner límites, tanto a los gastos de los servicios nacionales de salud como a los fondos de seguros sanitarios. En asuntos de asistencia social, la reducción de la exclusión social y de la dependencia del Estado de amplios colectivos, es uno de los objetivos primordiales de lucha contra la pobreza. La ayuda a los discapacitados se ha ido canalizando a oportunidades de ocupación y en todos los países se han establecido acuerdos para cubrir los costes de cuidados como parte de los sistemas de protección social.




    1.1.3 El Estado como instrumento de la acción política




    Se puede entender como Estado, una forma de organización política y jurídica, que conlleva la existencia de un poder dominante sobre la población en un determinado territorio, considerándose el elemento más importante para articular y desarrollar nuestra sociedad. El poder, la población y el territorio suponen elementos fundamentales. Un pueblo, será tal cuando los hombres que lo forman compartan unos mismos principios jurídicos que perdurarán en el tiempo, generación tras generación, mientras que los ciudadanos que lo componen cambian. Se equipara la idea de Estado con una unidad permanente de personas asociadas. Por poder podemos entender la capacidad de imponer nuestra voluntad a los demás. En palabras del sociólogo Max Weber “el poder es la posibilidad de que una persona o varias realicen su propia voluntad aún en contra de la oposición de otros” (Fernández y de la Fuente, 2009: 17). Las teorías marxistas destacaron el poder y la dominación de la figura del Estado como algo que era intrínseco a él, como un aparato de coacción y represión a través del cual la clase dominante mantiene su dominación. Desde esta perspectiva, el Estado sólo sería un instrumento de dominación al servicio de una clase social. El territorio es la tierra o espacio físico sobre el que se asienta el Estado, el espacio en el que el poder del mismo puede desarrollar su actividad específica. Es el límite al poder que pueden ejercer otros Estados.




    La Política Social supone una actividad eminentemente estatal que, dando un carácter peculiar a una época histórica, se realiza jurídicamente en un doble sentido: globalmente a través de la socialización del derecho, específicamente, por medio de su configuración institucional a través del impuesto, la meritocracia, la negociación laboral y el aseguramiento colectivo, en sus diferentes variantes. El impuesto es una manifestación del poder estatal, instrumento esencial para toda Política Social. La meritocracia supone habilitar las condiciones del desarrollo personal, mediante el reconocimiento del derecho al trabajo, resaltando su conexión con las posibilidades de mejora de las “condiciones de partida” que ofrece una sociedad a los individuos que la integran. Indudablemente, la educación aporta al bienestar meramente una dimensión psicosocial que nunca debería perderse de vista. La negociación laboral, cuya primera especie de negociación es la individual, instituida a través del contrato de trabajo, constituye el derecho del trabajo. El convenio colectivo es la segunda especie de negociación y la última, es el llamado conflicto colectivo (huelga y cierre patronal). El aseguramiento colectivo, hace referencia a la Seguridad Social y las políticas sanitaria y urbanística en su sentido más amplio, la Política Social de vivienda que en España arranca con la política de las “casas baratas”, consolidadas a partir de 1920. El acceso a la vivienda no es otra cosa que la expresión más importante del acceso a la propiedad como principio de una determinada concepción de la Política Social.




    El Estado constituye una realidad jurídico-política. Se suele dar en sociedades que han alcanzado un grado alto de complejidad, provocando o favoreciendo que las sociedades a su vez evolucionen y se hagan más complejas. Será en las sociedades complejas en las que aparezca una institución que monopoliza la autoridad al mismo tiempo que los instrumentos para hacer cumplir sus decisiones.




    El origen del Estado moderno como forma de gobierno, debemos situarlo entre los siglos XV y XVI, alcanzando su mayor apogeo en el siglo XVII. En la transformación del Estado medieval al Estado moderno tuvieron mucha influencia los importantes cambios socioeconómicos que se produjeron durante la época. Los privilegios feudales fueron suprimidos, los ejércitos privados se fueron eliminando y la administración de la justicia pasó a ser asunto real, al igual que la recaudación de impuestos. La nueva clase burguesa pasó a relacionarse con los “asuntos del Estado”. De ella procedían los nuevos asesores leales al rey, caracterizados por su capacidad para los asuntos de Estado y que aportaron a éstos orden, eficacia y continuidad. Supone la formación de la burocracia, entendiéndola como una estructura jerárquica y ordenada, compuesta de funcionarios que se vincularán al Estado de una forma continua y que tendrán unas funciones claramente definidas. Otro de los aspectos que influyeron en todo este proceso fue la pérdida del poder de la Iglesia respecto a los reinados, y la consiguiente independencia frente al papado de los Estados que se irán conformando. El resultado final será un Estado en el que el monarca ha asumido de forma progresiva poder y competencias, reafirmando su autoridad sobre un territorio determinado marcando unas fronteras, administrando la justicia, la fiscalidad y la burocracia. En el siglo XVI se pueden hallar las primeras formas del Estado Moderno a través de Maquiavelo en su obra El Príncipe, un manual sobre el arte del gobierno. Maquiavelo considera que el éxito en la política será el éxito en el uso del poder.




    Desde ese momento, el modelo de Estado imperante en todas las sociedades capitalistas fue el Estado liberal o burgués, basado en la doctrina del liberalismo económico. Las funciones son únicamente las de mantener el orden y el control con el fin de garantizar el buen funcionamiento de las sociedades. El Estado liberal surgió como reacción a las monarquías absolutas. En el proceso de cambio destacan las revoluciones francesa (1789), inglesa (1648 y 1688) y norteamericana (1776), así como la hegemonía de la burguesía que consolidó su poder económico, social y político, y provocó el paso de las monarquías absolutas al Estado liberal. Desde un punto de vista político, se plantea la política como una acción encaminada para la obtención del bien común. El poder y la autoridad deben estar limitados, fundamentados en la propia voluntad de los hombres, quienes serán sujetos de derechos y libertades. Las características del Estado liberal que se configurará como un Estado de Derecho son: Imperio de la ley: ley como expresión de la voluntad general, división de poderes: legislativo, ejecutivo y judicial, legalidad de la Administración: actuación según la ley y suficiente control judicial y derechos y libertades fundamentales: garantía jurídico-formal y efectiva realización material.




    La crisis del Estado liberal y la democracia como respuesta a la crisis fueron consecuencia de las propias contradicciones a lo largo del siglo XIX. Desde el punto de vista político, el sufragio censario entraba en conflicto con las ideas de libertad e igualdad. Desde el punto de vista económico, las ideas iniciales de alcanzar un bienestar colectivo basado en un capitalismo sin regulación o intervención por parte del Estado, nunca se materializaron. Imperaba un mercado capitalista en el que se maximizaba el beneficio y cuya consecuencia más directa fue la explotación y la miseria para extensos grupos de población. Según las Heras y Cortajarena (1985), el fracaso de las doctrinas liberales en el siglo XIX fue definitivo. Nunca más en adelante se apelará a las leyes “naturales” de la economía, ni a los mecanismos autorreguladores sociales. Tampoco se aceptará ya como ideal supremo del Estado la no intervención en la sociedad. El Estado no seguirá siendo un mero testigo neutral de lo que pasa en la sociedad. No podrá lavarse las manos, como había hecho durante la época de la industrialización. Las soluciones al agotamiento y crisis del modelo de Estado liberal fueron la creación de estados democráticos, transformación lenta si tenemos en cuenta que hasta después de la Segunda Guerra Mundial no se pudo consolidar. Entre los procesos de cambio debemos destacar la extensión y el reconocimiento de los derechos y libertades políticas, derechos sociales y económicos de los ciudadanos. Los Estados comenzarán a intervenir en economía, se establecerán sistemas de Seguridad Social, se pondrán en marcha políticas fiscales de tipo redistributivo, y se asegurarán unas condiciones de vida mínima para toda la ciudadanía, a través de sistemas de protección social y Servicios Sociales universales. A este modelo de Estado se le denominará Estado del Bienestar ya que el objetivo último será el bienestar social de todos los ciudadanos del Estado.




    Según Monereo (1995), el tipo de Estado del Bienestar es una respuesta a la creciente necesidad de regulación de las relaciones sociales y económicas, cada vez más complejas, y a la agudización de los conflictos entre clases en el capitalismo avanzado, definiendo el Estado moderno como “el monopolio de la fuerza, que se ejerce mediante la afirmación de los principios de autoridad y de soberanía (confiere al Estado la condición de fuente suprema de producción de las normas jurídicas) y la organización burocrática (Estado administrativo; es decir, un Estado de servicios públicos). El Estado es una unidad organizada de decisión y acción política; un centro de poder (unidad de dominación territorial soberana) y acción producido por múltiples fuerzas. El Estado moderno constituye la organización suprema de la dinámica conflictual presente en la estructura social” (Ibídem, 1995: 8). De ahí que la autonomía relativa del Estado respecto de las clases y grupos sociales existentes en una formación social dada sea condición política necesaria para el desempeño del papel del Estado capitalista avanzado en tutela y representación de dichas clases sociales y grupos sociales y para la organización política de la hegemonía de la totalidad del conjunto social.




    1.1.4 La ciudadanía, democracia y Política Social




    La historia de los siglos XVIII, XIX y XX es también la historia de la lucha por la extensión de los Derechos de Ciudadanía no sólo a la denominada democracia política (derecho de voto) sino también a la democracia educativa (educación al alcance de todos, y el Estado como garante de que dicha posibilidad se pueda llevar a cabo por cualquier persona en cualquier lugar dentro de sus fronteras), y la democracia económica (reducción de jornada de trabajo, derechos de los trabajadores…). Los sueños por configurar una sociedad en la que sea posible la felicidad, la realización personal y el ejercicio de la ciudadanía se expresan en las utopías renacentistas, en los movimientos democráticos, en la evolución en Occidente de la teología protestante, en la teología católica y en la acción de partidos políticos y sindicatos, dando lugar a una marea democratizadora. Las aspiraciones por una mayor democracia, que alientan en la lucha contra la pobreza a nivel mundial, conllevan la búsqueda de un sistema económico y social compatible con el medio ambiente y con la dignidad de todos los habitantes del planeta, viéndose reforzadas por la evolución de las nuevas tecnologías. Según Fernández y de la Fuente (2009: 87-88), son necesarias unas “aspiraciones a una mejor democracia que articule las diversas dimensiones de la vida social que chocan con las tendencias exclusógenas que caracterizan al nuevo capitalismo informacional: generan riqueza, pero también generan nuevas jerarquizaciones, nuevas formas de desigualdad, y refuerza en parte las viejas formas de desigualdad y pobreza preexistentes”. “Los procesos de exclusión social, y las consecuencias de las nuevas innovaciones científico-tecnológicas, reclaman un nuevo consenso social, un nuevo “metarrelato”, basado en la noción de ciudadanía, la igualdad de todas las personas y la configuración estructural de nuestro entorno para hacer posible el ejercicio de un proyecto personal, grupal y comunitario” (Fernández y López, 2008: 92).




    Tanto la democracia como sistema de organización y toma de decisiones de las sociedades modernas, como el Estado del Bienestar, como sistema de prestación de servicios que permite el ejercicio práctico de la ciudadanía, responden a un planteamiento ético: la igualdad de todos los ciudadanos. Iguales ante la ley, iguales como miembros de la sociedad, las personas demandamos unas condiciones estructurales que permitan, tanto en el terreno jurídico como en el económico y el político, ejercer dichos derechos sin necesidad de reclamarlos. La ciudadanía democrática exige una determinada configuración de la sociedad. Ya T. H. Marshall, en su clásico ensayo, concibió la ciudadanía como el conjunto de derechos civiles, políticos y sociales conseguidos –de forma progresiva- por los individuos desde los inicios del capitalismo. Los derechos civiles son necesarios para el ejercicio de las libertades individuales, siendo estos derechos “unas garantías de unos niveles mínimos de bienestar y seguridad económica que permitan a todos los individuos vivir de acuerdo con los estándares de vida prevalecientes en una sociedad” (Montagut, 2000: 38).




    El concepto de “ciudadanía social” (ver glosario) supone conectar el concepto de pertenencia al Estado (ciudadanía) y el reconocimiento de los Derechos Sociales, de forma que todos los ciudadanos tienen derecho a un mínimo nivel de bienestar en el que se garanticen recursos económicos, laborales, educativos, sanitarios y políticos.




    Es necesario afrontar las causas estructurales de la desigualdad, para ello es necesario reforzar el Estado del Bienestar, extender sus prestaciones para que todo ciudadano pueda ejercer sus derechos en las circunstancias adecuadas, y también es necesario diseñar las Políticas Sociales desde un impulso ético vinculado con la igualdad de los seres humanos. Las nuevas y viejas formas de desigualdad y de exclusión social operan en un entorno caracterizado por la expansión de las nuevas tecnologías y la reestructuración del sistema de producción capitalista. La emergente estructura de oportunidades y riesgos puede ser aprovechada de mejor manera si se tienen fuertes lazos sociales, si el capital social de una sociedad determinada es más intenso, y si existe la capacidad de organizarse para alcanzar objetivos comunes. Es necesario también crear nuevos lazos, fortalecer la interacción social, dirigir la política social hacia otros objetivos que finalmente redunden en el mayor valor añadido de invertir en la zona como puede ser la mejora de los sistemas educativos. Por otra parte, la globalización pone de relieve la vigencia de fortísimas desigualdades a nivel global, que también demandan políticas sociales globales para hacerles frente, extendiendo el modelo de Estado del Bienestar a todos los ciudadanos del mundo.




    En las sociedades democráticas, experimentamos la necesidad de agruparnos para defender intereses colectivos, que de otra forma no pueden ser resueltos. Es necesario vincularse con los demás, establecer proyectos colectivos, experimentar la solidaridad, el afecto y la cooperación altruista, más allá de una meta económica concreta. En este sentido, podemos comprender el potencial autorrealizador que tiene la interacción con los otros bajo un modelo teórico en el que se les concibe como sujetos: sólo desde la mirada del otro, podemos recuperar nuestra identidad como seres autónomos. Sólo interaccionando con ciudadanos, basando nuestras redes sociales en códigos de ciudadanía (como la reciprocidad altruista, la honestidad, el interés común, el respeto, la capacidad de llegar a acuerdos basándonos en la racionalidad de los argumentos, en la confianza, o en el esfuerzo colectivo para hacer posible estructuralmente que cada uno pueda ejercer dicha ciudadanía, que cada persona pueda emprender un camino de autorrealización de sus potencialidades como sujeto), podemos encontrar una mirada en la que se nos reconozca como ciudadanos.




    “La condición previa para vivir una vida como ciudadanos iguales es poder hacer frente a los desafíos, problemas y oportunidades, y para ello tenemos que aumentar nuestras capacidades personales y comunitarias, siendo capaces de organizarnos colectivamente para afrontar desafíos estructurales que no pueden ser resueltos desde una perspectiva sólo y exclusivamente individual” (Fernández y de la Fuente, 2009: 102).




    Para profundizar en la noción de ciudadanía, en el proyecto de bienestar propio de nuestras sociedades democráticas y en su dimensión comunitaria, los antropólogos han constatado elementos comunes entre diversas sociedades, “cuando estos componentes se encuentran en todas o casi todas las culturas, se denominan “universales culturales” (Fernández y López, 2008: 88). A pesar de las dificultades para establecer la existencia de universales culturales claramente definibles, en cada cultura podemos detectar pautas de comportamiento y de pensamiento relacionadas con la supervivencia en el medio ambiente, la reproducción, la organización del trabajo y del reparto de los bienes y servicios que se producen, la organización de la vida doméstica y de las relaciones entre las personas, las familias, los grupos y las comunidad. “La ciudadanía, la igualdad y el derecho a encontrar una estructura de oportunidades que permita ejercer dicha ciudadanía conforman el suelo sobre el que se levantan los valores de nuestra sociedad en los inicios del siglo XXI” (Ibídem, 2008: 89).




    Lo que se hace presente en las sociedades actuales es el nuevo concepto de ciudadanía, donde lo importante serán las relaciones de reciprocidad y de justicia. Este nuevo paradigma supera el carácter asistencial de los Derechos Sociales de la época industrial e insiste en los derechos del hombre. La nueva ciudadanía debe crear una integración de los sistemas de servicios institucionales (público y no público) del bienestar, y el sistema de las redes primarias y formales del servicio, es decir, unir la ciudadanía de los servicios institucionales y la ciudadanía de la solidaridad primaria. La realización de los derechos de nueva ciudadanía aparece como criterio principal de legitimación y de actividad del Estado moderno. Esta nueva ciudadanía debe incluir los derechos civiles, los políticos y los sociales y debe ser apoyada tanto desde el sistema de los servicios institucionales del bienestar como desde el sistema de redes primarias e informales del servicio. “De esta manera se entiende la ciudadanía como un sistema completo de los derechos del individuo en cuanto persona humana inserta en una forma social concreta y vital” (Bueno, 1992: 53).




    1.1.5 La Política Social y Trabajo Social




    La relación del Trabajo Social con la Política Social se deriva de su posición privilegiada en relación con las personas y con la Administración Pública. Si nos remontamos en la historia aparece una vinculación original aunque desfasada en el tiempo. La Política Social en su sentido más amplio se remonta a la época griega, pero el trabajo social como lo conocemos hoy tiene menos de un siglo, si bien encierra una particularidad, primero surgieron las personas que lo ejercían y posteriormente el método y la teoría. Visto así, se puede afirmar que coinciden en la intención original: satisfacer las necesidades que las personas no pueden afrontar por sí mismas de acuerdo con la convención social de cada momento histórico. No obstante, el vínculo más claro aparece con el surgimiento del Estado del Bienestar, el consenso sobre los Derechos Sociales y la organización de las respuestas públicas a las necesidades de la población. En ese contexto, el Trabajo Social cobra especial relevancia como actor privilegiado en la aplicación de medidas previstas en las políticas sociales principales. Ambos enfrentan un importante reto: promover el desarrollo de la ciudadanía, en cuanto inciden en la superación de las desigualdades generadas en el mercado.




    El Trabajo Social surge a finales del siglo XIX vinculado a los procesos de precarización de las condiciones de vida de las gentes que se trasladan a las zonas urbanas, atraídas por los requerimientos de mano de obra de la incipiente industrialización que también es el impulso definitivo al desarrollo del sistema capitalista. En cuanto a su finalidad parece existir consenso para afirmar que se centra en lograr la adaptación recíproca entre las personas y su medio social. Con la intervención se espera producir un cambio en una situación de malestar, si bien se puede tratar de un cambio adaptativo que se centra en modificar las variables personales para restablecer el equilibrio con el medio, o de un cambio integrador que implica la intervención con el medio para variar las circunstancias que impiden a la persona formar parte de él. Así, entendemos el Trabajo Social como “la profesión encargada de ayudar a las personas a tomar consciencia de sus necesidades y de sus capacidades personales, de manera que las puedan utilizar para logar sus objetivos. Esto es promover la autonomía personal mediante la orientación entendida como el proceso de ayuda para tomar decisiones, al tiempo que interviene en el medio en que se encuentra para promover la integración social efectiva. Esta intervención con el medio significa intervenir en los asuntos colectivos, por lo tanto en los niveles familiar, grupal y comunitario, además de en los sistemas que condicionan o limitan su desarrollo” (Fernández y de la Fuente, 2009: 313).




    Según Montagut (2000: 26), se denomina “Trabajo Social” a la “actividad dirigida a atender y cubrir las necesidades de las personas, colectivos o sectores de la población que se hallan en situación de carencia. Se ocupa del bienestar y los intereses de las personas o grupos más vulnerables o que sufren desigualdades o desventajas; son marginados o rechazados y que, a veces, pueden poner en peligro la anhelada convivencia social. Tiene una doble función: de un lado, representa un trabajo dirigido a la protección de las personas, familias y grupos en el medio social en el que viven tratando de evitar, en lo posible, dificultades de convivencia. Los responsables del trabajo social deben de aceptar dos hechos: 1) que las demandas de servicio que reciben están más relacionadas con los fracasos que con los éxitos de la política social, con independencia del tipo de sociedad en la que trabajen, y 2) que cubren una importante función de control social”.




    El Trabajo Social es una disciplina y una actividad socialmente construida que varía según los momentos y los contextos socio-históricos, aunque su base epistemológica y ética se mantiene, aportando identidad y cohesión por encima de los avatares de cada momento y de las circunstancias locales. Desde Aristóteles y la polis hasta los modernos Estados del Bienestar, los valores y las normas que sostienen el modelo de convivencia han ido cambiando para adaptarse a las expectativas de cada momento. Al igual que la estructura y los componentes de las necesidades, son universales y atemporales, lo son los valores centrales (la libertad, la justicia, la igualdad…) que inspiran al ser humano y al Trabajo Social. En lógica coherencia, la Política Social también ha sido construida para intentar dar respuesta a las necesidades que cada contexto social ha planteado. El Trabajo Social se encarga de tratar directamente con los problemas y con las necesidades sociales que impiden el desarrollo de las personas, así puede contribuir en esta fase del proceso proporcionando la información resultante de la sistematización del conocimiento de la realidad en la que interviene. Existen procedimientos generales pensados para obtener una visión agregada de las necesidades de la población, es el caso del Sistema de Información de Usuarios de los Servicios Sociales (SIUSS) que se realiza en el ámbito nacional. Este tipo de mecanismos permiten conocer las demandas expresadas, por tanto, inferir los problemas que se deben atender.




    No debemos obviar el Trabajo Social comunitario, que comienza en la persona en tanto que miembro de una comunidad: busca cambiar su escala de valores, su corazón y sus actitudes, de forma que pueda liberar sus capacidades para actuar con otros, para ser uno mismo, para ser con otros y para afrontar retos colectivos que condicionan estructuralmente sus posibilidades de desarrollo personal, comunitario y social. Se trata de una dinámica de retroalimentación constante. Al potenciar los aspectos fundamentales de la vida personal con la dinámica comunitaria, aumenta el bienestar y el nivel de autosatisfacción interno y mejoran las relaciones con los demás, generando mayor bienestar comunitario. El resultado final es “un fortalecimiento o empowerment de la persona que a su vez se convierte en fortalecimiento o empowerment comunitario” (Fernández y López, 2008: 116). Las Heras y Cortajarena (1985: 111), nos hablan de la “asistencia social en relación al desarrollo comunitario como técnica para la obtención de bienestar y desarrollo social integral, incrementando la solidaridad en una sociedad competitiva, que trata de encerrarnos a cada uno en nuestra mónada particular e individualista”.




    Según Fernández y de la Fuente (2009), el Trabajo Social se puede ubicar según la Figura 1, en el centro en cuanto “sistema profesional unipersonal”, si bien se extiende a los demás niveles según se desarrolle en un contexto organizativo u otro. Mientras la Política Social forma parte del macrosistema (incluye los valores culturales, las creencias y sucesos históricos) en cuanto representación de las ideas y las concepciones sociales dominantes, así aparece junto con las creencias sobre determinados aspectos que condicionan el ejercicio del Trabajo Social y la propia realización de su contenido. La consideración social de la pobreza determinará que se diseñe una u otra política para combatirla y ésta proporcionará un determinado marco para el desarrollo de la intervención desde el trabajo social. En la Figura 1, se ha representado algunas de las “Políticas Sociales” junto con ciertas consideraciones macrosociales relevantes y unas pocas de las posibles ubicaciones del Trabajo Social, también los microsistemas principales (como complejos de relaciones entre la persona y el entorno).




    A continuación mostramos la Figura 1 sobre la visión sistémica del Trabajo Social y la Política Social.
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    Figura 1. Visión sistémica del Trabajo Social y Política Social. Fuente: Fernández y de la Fuente, 2009: 31.




    Este entramado de relaciones nos permite “visualizar” los “actores” implicados en este análisis: la persona como ente individual (sistema persona-profesional del Trabajo Social y sistema persona usuario/cliente de los Servicios Sociales), las agrupaciones formales (escuela) o informales (grupo de amigos), las organizaciones de Servicios Sociales y de Trabajo Social (conjunto de profesionales con identidad corporativa) y la Política Social, entendida como una de las manifestaciones de la Administración Pública que mediante la Administración Social (cualquier organismo de la Administración Pública con responsabilidad en el desarrollo de los Servicios Sociales, por ejemplo la Consejería de Bienestar Social) pone en marcha los servicios y las prestaciones que recibirá la ciudadanía.




    Durante la fase de implementación de cualquier acción proveniente del marco general de la Política Social, los trabajadores sociales toman decisiones que afectan al resultado último que la medida aplicada tiene en quien la recibe, repercutiendo por tanto en el efecto global de la política en cuestión. El Trabajo Social desarrolla sus funciones (prevención, asistencia, promoción, rehabilitación, gerencia y administración e investigación) en los diferentes niveles contextuales. De acuerdo al objetivo que persiga con su acción estará en uno u otro, así la planificación estratégica se ubicará en el macrosistema (el conjunto de medidas políticas previstas encajadas en las concepciones sociales dominantes en cada momento) mientras la gestión de ayudas económicas estará en el exosistema (Servicios Sociales, Trabajo Social en salud, en educación, etc.) y el trabajo familiar se ubicará en el microsistema familia (la persona, la familia, el grupo, las organizaciones, la “comunidad”, la escuela, etc.). Así, la misión del Trabajo Social sería construir -o reconstruir- vínculos estables, sanos y fluidos entre los sistemas y entre éstos con las personas, para mejorar el bienestar individual como paso previo a la mejora del bienestar social.




    Podríamos decir que los límites del espacio de relación preferente entre el Trabajo Social y la Política Social los establece la política de Servicios Sociales, cuya implementación da lugar a diversas manifestaciones (prestaciones, servicios, programas, etc.) contenidas en el Sistema de Servicios Sociales. Cabe recordar aquí las particulares características del Sistema de Servicios Sociales español, en tanto sistema descentralizado que carece de normativa estatal que lo articule para garantizar la igualdad constitucional. Ello se debe a que las competencias en materia de Servicios Sociales corresponden a las CCAA (artículo 148 de la Constitución Española de 1978) aunque el Estado central (artículo 149 de la Constitución Española de 1978) conserva algunas y las Administraciones Locales (Ley de Bases de Régimen General de 1985) tienen otras. Esto supone un esfuerzo adicional para quienes ejercen el Trabajo Social en tanto que deben tener en cuenta el funcionamiento y la naturaleza de las distintas fuentes, al tiempo que supone un reto para la coordinación de las acciones que se ponen en práctica, más allá de controlar los riesgos de solapamiento o de ausencia de respuestas adecuadas a las necesidades de la gente con la que trabajan. Como la Política Social, el Trabajo Social se desarrolla sobre un dilema, debe conciliar las virtudes de la descentralización -la cercanía- con las amenazas a la igualdad básica de los españoles que pueden suponer las diferencias interterritoriales.




    Cabe añadir, que una parte de las manifestaciones operativas principales de las Políticas Sociales son las prestaciones y los servicios dispuestos para que las personas hagan uso de ellas en aras de satisfacer sus necesidades. De hecho, en el ejercicio de la función asistencial los trabajadores sociales se ocupan básicamente de valorar la situación, informar sobre las alternativas disponibles para su solución, ayudar en el proceso de toma de decisiones y gestionar la elección para hacerla efectiva. Se puede decir, que son los encargados principales de gestionar y administrar los recursos y las prestaciones que ofrecen los diferentes sistemas de protección social haciéndolos efectivos a la ciudadanía.




    1.2 EL ESTADO DEL BIENESTAR




    1.2.1 Introducción




    El Estado del Bienestar es, según Monereo (1995: 13) “aquella forma de organización del poder político en la comunidad que comporta una responsabilidad de los poderes públicos en orden a asegurar una protección social y bienestar básico para sus ciudadanos. Implica la provisión pública de una serie de Servicios Sociales, incluyendo transferencias para cubrir las necesidades humanas básicas de los ciudadanos de una sociedad compleja y cambiante y la responsabilidad estatal en el mantenimiento de un nivel mínimo de vida a todos los ciudadanos pertenecientes a la comunidad política”. Desde esta perspectiva, el Estado del Bienestar es la encarnación de los Derechos de Ciudadanía social. Para Bueno (1992) debe hacer posible y compatibles la libertad, la igualdad y la seguridad.




    Por otra parte, Montagut (2000), denomina Estado del Bienestar a una forma de organizar la vida social -política y económica- en las democracias capitalistas.




    Esping-Andersen (1993: 37) lo define “como la noción que implica una responsabilidad del Estado para asegurar unos mínimos básicos de protección social para sus ciudadanos”.




    Para Alemán (2009), el concepto de bienestar presenta diversas acepciones dependiendo del país en el que se analice: en el entorno de países de la UE el concepto de Estado del Bienestar se utiliza junto al de protección social, en donde los diversos agentes mencionados, incluido el Estado, intervienen en la provisión de bienestar social.




    1.2.2 Los antecedentes del Estado del Bienestar




    La mayor parte de los autores como Montoro (1997), Alemán (2009), de Dios y Torres (2010), Felipe (2004), Montagut (2000), Monereo (1995) y Bueno (1992), coinciden en marcar como antecedente próximo de lo que actualmente se conoce como Estado del Bienestar el momento posterior a la Segunda Guerra Mundial (1939-1945). Sin embargo, es posible encontrar antecedentes remotos del mismo en las denominadas Leyes de Pobres1 o en la legislación social alemana promulgada por el Canciller Bismark2.




    

      1 Las Leyes de Pobres fueron adoptadas durante la época de los Tudor en Inglaterra con el fin de hacer frente a los problemas derivados de la disolución de las instituciones encargadas de la caridad, imponiendo penas por mendigar o vagar y diferenciando entre los pobres discapacitados (enfermos, ancianos), los pobres capaces de trabajo y los pobres recalcitrantes, estableciendo las Casas de la Caridad para los primeros –en la que los pobres incapaces recibían atención-, las Casas de Industria para los segundos -en las que los pobres capaces podían trabajar- y determinando el envío a prisión de los pobres recalcitrantes. Su importancia en la génesis del Estado del Bienestar se deriva del hecho de que introdujeron la noción de responsabilidad de la sociedad sobre los miembros de la misma.




      

        2 Con la Constitución Alemana de 1871, se empiezan a dictar las primeras medidas de reformas sociales, la denominada “Legislación Social de Bismarck”, desarrollada a lo largo del decenio de los ochenta. “En 1883 se aprueba la ley sobre el seguro de enfermedad, que se hace obligatorio para los obreros de la industria con una renta anual inferior a una determinada cantidad. En 1884, se promulga la ley sobre los accidentes de trabajo que obligaba a los patronos a Cotizar a cajas corporativas para cubrir situaciones de invalidez como resultado de accidentes de trabajo. Y, finalmente, en 1889 se aprueba la ley que establece el primer sistema de pensiones de jubilación” (Montagut, 2000: 54).


      


    




    Se puede distinguir en los Sistemas de Bienestar tres momentos diferenciados en el tiempo: el período de experimentación (1870-años 20 del siglo XX), el período de consolidación (1930-1940) y el período de expansión (1940-1960).




    Lo que parece ser un lugar común entre los estudiosos del tema es la consideración del Estado del Bienestar como una necesidad histórica que ha permitido dar respuesta adecuada a una serie de disfunciones -que afectaban a la sociedad industrial competitiva- que el Estado Liberal no era capaz de resolver, contando con el apoyo del desarrollo cultural y tecnológico inherente al proceso de industrialización de las economías.




    Su génesis tiene lugar en un momento en el que las instituciones existentes (el Estado Liberal, la Iglesia, la familia) no fueron capaces de resolver satisfactoriamente los problemas derivados de una sociedad en la que la pobreza y la desigualdad pasaron a convertirse en cuestiones de índole social y política (la denominada “cuestión social”), como consecuencia de la agudización de las tensiones sociales, derivadas de los ciclos de modernización económica, unidos a fenómenos como la industrialización, la urbanización o la explosión demográfica. Los procesos de distribución de rentas surgidos de la acumulación de capital generaron la necesidad de que el Estado interviniera activamente en la economía con el fin de ejercer en la misma una “acción compensatoria” que atenuara los desequilibrios y aliviara o evitara las tensiones sociales. A esta extensión y aceptación social de la intervención pública en la economía contribuyeron algunos acontecimientos de índole extraeconómica como el Sufragio Universal, que facilitó el desarrollo de la legislación social encaminada a mejorar las condiciones de vida y de trabajo de la población trabajadora. La Gran Depresión (1929), puso de manifiesto la debilidad del modelo de producción capitalista y los efectos perversos como el desempleo masivo, el cual comporta el control organizativo de la fuerza de trabajo y la pérdida de ingresos para la población trabajadora, con el impacto negativo que se derivaba de ello de cara a la evolución de la economía en su conjunto. El deseo de atenuar los efectos negativos del sistema capitalista, propiciaron la aparición de nuevos problemas que el Estado del Bienestar trataría de resolver. Para hacer frente se justificaron medidas de política económica intervencionistas como las contenidas en el New Deal de Roosevelt y otras leyes como la Social Security Act (1935) o la Old Pension Act (1908) y la Insurance Act de 1911, estas dos últimas adoptadas en Gran Bretaña.




    Cabe dar mención al Informe Beveridge de 19423 que preveía la constitución de un sistema de beneficios sociales que fuera capaz de proteger a los ciudadanos “desde la cuna hasta la tumba” y que atacara los cinco grandes males de las sociedades modernas: la indigencia, las enfermedades, la ignorancia, la suciedad y la ociosidad. Para ello, el programa incluía un Sistema de Seguridad Social unitario que manejaría las pensiones –enfermedades, maternidad, vejez, viudedad y desempleo-, aplicable a toda la población, un Servicio Nacional de Salud (atención médica gratuita con cobertura universal) y un Sistema de Asistencia Nacional (SNS) (para complementar los subsidios de la Seguridad Social cuando fueran insuficientes), orientados al logro del mínimo de subsistencia deseado, otorgando prestaciones familiares universales y adoptando el objetivo del pleno empleo como política de Estado, extendiendo los beneficios a la educación, la vivienda y a la atención especializada a niños. “Los objetivos del modelo de Beveridge eran garantizar a los ciudadanos un nivel mínimo de ingresos, es decir, la abolición de la miseria, prever riesgos futuros con el fin de erradicar las situaciones de necesidad, completar la previsión individual frente al riesgo, articular un sistema unificado de Seguridad Social basado en tres pilares: el Seguro Social, la Asistencia Nacional y los Seguros Voluntarios, y fomentar el pleno empleo para conseguir aumentar la riqueza material de los individuos y elevar el grado de felicidad de la sociedad” (Alemán, 2009: 14).




    

      3 El informe Beveridge es el informe de “Seguro Social y servicios afines” en el que Beveridge apostará por un sistema de Seguridad Social donde haya cabida “la asistencia nacional, un servicio nacional de salud, la ayuda familiar, así como manifestaciones complementarias de seguros voluntarios”. La verdadera novedad del Plan Beveridge es hacer universal la Seguridad Social para todos los ciudadanos (Alemán, 2009: 182).


    




    Así, el incipiente Estado del Bienestar encontraría, años más tarde, tras la Segunda Guerra Mundial, el contexto adecuado para consolidarse y generalizarse. Surgen las reacciones con impacto que marcarán el devenir europeo: el Plan Marshall, la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA) (posteriormente convertida en Comunidad Económica Europea (CEE), antecedente de la actual UE) y el pacto del Estado del Bienestar (Welfare State).




    La teoría de John Maynard Keynes (1833-1946), economista, reclamando la intervención pública del Estado, mediante el aumento del gasto público y el incentivo de la demanda y el consumo correspondiente, configura la base originaria del nuevo Estado del Bienestar comprometido económica y socialmente. Su General Theory of Employment, Interest and Money se convierte en un clásico, inspirador de la política económica y social de la socialdemocracia (aumentar la demanda del consumo y orientarse hacia el pleno empleo, evitando las crisis económicas mediante grandes inversiones estatales en momentos críticos), que recibirá los principales embates con la globalización actual y la internacionalización económica, inasible e incontrolable para el nivel estatal. El fin de la Segunda Guerra Mundial y el ascenso al gobierno en algunos países del norte de Europa, de los partidos socialdemócratas facilita el gran pacto político y social que denominamos Estado del Bienestar.




    La evolución del Estado asistencial en la Europa de la posguerra de la Segunda Guerra Mundial supuso una rearticulación de gran alcance de las relaciones Estado-mercado que provocó que durante casi tres decenios –de los cuarenta a los setenta- se consolidase una etapa de gran prosperidad. Las economías nacionales de la posguerra se caracterizan por una expansión económica sostenida sin precedentes a lo largo de todo el período, expansión que lleva consigo el desarrollo de la gran industria que consolida el fordismo4 como forma de organización del trabajo posibilitando la consecución de los objetivos de pleno empleo (masculino).




    

      4 Supone una nueva organización del trabajo, producción en masa del fordismo (Henri Ford) y su famoso “five dollars day”, que duplica los salarios de la época. Ante la protesta de los demás empresarios, la respuesta de Ford es lacónica: alguien tendrá que comprar mis coches”.


    




    Simultáneamente se van expandiendo los presupuestos de los Estados con el incremento constante de la partida correspondiente a los gastos sociales. Pero la organización del Estado, a finales de los setenta, no responde ni a las necesidades de la población ni a las necesidades del capital.




    Comienza un proceso en el que el Estado del Bienestar es cuestionado desde las distintas opciones, dando paso a los que muchos denominaron “crisis del Estado del Bienestar” cuyos rasgos característicos son: un desempleo masivo, un cambio perceptible en las formas de producción y de consumo, un dualismo social cada vez más acentuado, una política económica enmarcada en los que se ha venido denominando revolución conservadora y una creencia generalizada en la falta de alternativas. “La crisis del 73 fue una crisis del funcionamiento del modelo político-económico del capitalismo. En el aspecto político, fue el resultado de la confrontación del capitalismo con la democracia corporativa; en el económico se originó en una discusión distributiva y terminó planteándose como una crisis de superproducción” (Montagut, 2000: 64).




    En todo caso, los límites del Estado del Bienestar dependen de la forma en que se financia y el tipo de prestaciones que suministra, de la fase del ciclo económico: cuando la economía está en una etapa expansiva, hay ciertos componentes del gasto social que tienden a disminuir (menos gasto en desempleo, menos gasto en pensiones -por ejemplo en pensiones anticipadas-), al tiempo que las bases financieras del mismo se refuerzan: la mayor actividad económica propicia una mayor recaudación impositiva y un mayor volumen de cotizaciones. Por el contrario, cuando la economía está en fase recesiva, ciertos componentes del gasto social se incrementan (más prestaciones por desempleo, más jubilaciones anticipadas, más Servicios Sociales para un colectivo más numeroso de personas en situación de necesidad) y es más difícil y costoso recaudar impuestos y obtener cotizaciones sociales. Por ello, y siguiendo a Alemán (2009: 36) “es conveniente defender unos límites razonables del Estado del Bienestar que eviten el sesgo de tener que delimitarlo según las fases del ciclo económico y que obedezcan, sobre todo, a criterios de racionalidad y de eficiencia económica”.




    1.2.3 Los modelos del Estado del Bienestar en Europa




    Una vez que algunos países del norte de Europa comienzan a crear servicios públicos y la provisión de fondos para sostener cada uno de ellos, ocurren dos fenómenos simultáneos: la experiencia se extiende progresivamente por la Europa occidental, con ritmo diferente en función de regímenes políticos que practican (España, Portugal y Grecia, con regímenes dictatoriales se retrasan) y las fórmulas de cobertura o requisitos para acceder a las prestaciones se diferencian. De estos modelos se reconoce su carácter de Estado del Bienestar y los generalmente aceptados según de Dios y Torres (2010) son:




    Modelo nórdico (Suecia, Dinamarca, Finlandia, Holanda). Se caracteriza por los altos niveles de fiscalidad y las amplias prestaciones en servicios públicos y prestaciones (educación, sanidad, pensiones, ayudas sociales, mínimo vital). Importantes políticas activas de empleo.




    Modelo anglosajón (Reino Unido, Irlanda). Comporta una garantía de mínimo vital alta, subsidios por cotizaciones, subvenciones incondicionales limitadas y escaso peso sindical, a pesar de la afiliación y la fuerza política de los sindicatos.




    Modelo continental (Alemania, Francia, Bélgica, Austria, Luxemburgo). Gran predominio del peso de las pensiones. Presencia sindical fuerte en la programación de los objetivos.




    Modelo mediterráneo (Italia, España, Grecia, Portugal).Gran peso del sistema de pensiones, escasa inversión en promoción de políticas activas de empleo y deficientes subvenciones a personas con dificultades de integración o en la exclusión social.




    Autores como Esping-Andersen (1993) clasifican los Estados del Bienestar según regímenes:




    Modelo liberal: Estados Unidos, Canadá y Australia. Se caracteriza por la comprobación de rentas, las prestaciones universales modestas y los seguros sociales limitados. Se estimula el mercado dando subsidios a planes privados de protección social. El resultado es una limitada efectividad y una estratificación de relativa igualdad de pobreza entre las personas beneficiarias de la protección, y un bienestar social para mayorías diferenciado por el mercado.




    Modelo conservador-corporativista: Alemania, Austria, Francia e Italia. Predomina la conservación de las diferencias de estatus, por ello desarrolla programas de Seguridad Social según cotizaciones laborales. Estos regímenes los conforma también la Iglesia y por ello tienen por objetivo la conservación de la familia tradicional. El principio de subsidiaridad sirve para destacar que el Estado interviene cuando la capacidad de la familia no sea suficiente para atender a sus miembros.




    Modelo socialdemócrata: países escandinavos. Con principios de universalismo, igualdad y libertad muy extendidos entre la población. El Estado interviene incluso antes de que la capacidad de la familia se encuentre mermada, en aras de la independencia individual. Su característica más peculiar es la fusión entre bienestar social y trabajo. El pleno empleo es el único medio de soporte de alto gasto que el modelo reporta.




    Para otros autores como Monereo (1995), existen dos modelos antitéticos de entender el bienestar y, por consiguiente, la esfera de responsabilidad que ha de corresponder a la comunidad estatalmente organizada por el bienestar de sus miembros: El primero de ellos es el residual en donde el sistema protector se asienta preferiblemente en las técnicas de ayuda más que en las de tipo provisional. No se dirige a toda la población o cuando se ponen prácticas políticas sociales más universalistas se limita a la cobertura de las necesidades sociales a un mínimo de subsistencia elemental. El segundo es el Institucional o desarrollista que se encamina hacia la creación de una auténtica sociedad del bienestar en la que se garantice la plena realización del individuo y su capacidad autónoma. Se trata de poner las bases necesarias para la autorrealización del individuo. Tiene una orientación decididamente universalista (los servicios sociales están dirigidos a todos los grupos de rentas). Es un modelo redistributivo, propio de las teorías socializantes o de la socialdemocracia consecuente.




    Podríamos decir que el objetivo de estos modelos en Europa sería conseguir una Europa Social. Un ejemplo de esta tendencia la podemos observar en la Estrategia de Lisboa (junio, 2000) que representa la base de las acciones comunitarias en materia de empleo, innovación, reforma económica y cohesión social. En esta misma línea, el Consejo de Niza (noviembre, 2000) aprueba la Agenda Social Europea, que recoge para los siguientes cinco años las orientaciones estratégicas en todos los ámbitos de la Política Social. Por ejemplo, el Plan de Acción para la Inclusión Social que todos los países deben diseñar y desarrollar y que será la base para la existencia de un Estatuto Marco de Derechos Fundamentales Sociales.




    1.2.4 El Estado del Bienestar en España




    Podemos establecer tres etapas clave como antecedentes al sistema de protección moderno, aunque nos centraremos en la tercera etapa más actual en el siguiente apartado.




    La primera, que comprende desde el siglo XVI al XVIII, caracterizada por una actitud represora hacia la pobreza porque en este período crece el número de pobres. En España, Juan Luis Vives fue precursor en pedir que fueran los poderes públicos los que tomasen la iniciativa de organizar los servicios de atención a los pobres, en su obra De subventione pauperum (Del socorro a los pobres, 1525), consiguiendo algunas medidas de provisión de socorro y trabajo. En Valencia, la Casa de la Misericordia se fundó en 1673 y junto al Hospital General (establecimiento de la atención a los enfermos pobres), fueron las dos grandes instituciones de la ciudad durante el siglo XVII.




    La segunda, que se sitúa en el siglo XIX y la podemos identificar como antecedente de la protección social actual. Se desarrollan las Leyes de Beneficencia, cuyo objetivo era regular el comportamiento ajeno no deseado mediante prohibiciones, a la vez que el Estado asume progresivamente obligaciones y compromisos. La primera Ley General de Beneficencia se promulga en 1822, desarrollando una protección de personas pobres y desamparadas, viudas y menores, en materia de subsistencia, cuidados médicos, educación, capacitación e inserción laboral, que será la base del moderno sistema de protección. Bajo el reinado de Isabel II y su gobierno moderado, se promulga la Constitución de 1845 y se aprueba la Ley General de Beneficencia de 1849 que supone el antecedente más directo de la actual estructura de los Servicios Sociales, repartiendo las responsabilidades entre el Estado, la provincia y el municipio en una red centralizada.




    La tercera, etapa a partir de 1880, momento en el que empiezan a crearse los primeros seguros sociales, que constituyen una innovación respecto a la protección. Entre 1883 y 1932 -es decir, en apenas cincuenta años- se crearon en todos los países en los que el empleo regular retribuido se había convertido en la situación normal de la vida laboral, sistemas de seguros sociales, diversos entre sí, pero con un rasgo común: carácter nacional, colectivo y obligatorio. Una fecha de interés en esta etapa es el 25 de octubre de 1977, año en el que se firman los Pactos de la Moncloa, que constituyen el primer elemento democratizador y moderno de política de concertación social y el comienzo del corporativismo5 en España. Los pactos tenían dos apartados, uno de acuerdos políticos y otro de acuerdos económicos que a continuación exponemos:




    

      5 “Es un término utilizado para designar ciertas ideologías gremialistas, que tiene tres acepciones: a) doctrina socioeconómica que preconiza la articulación de las distintas profesiones en estructuras verticales; b) doctrina política que preconizaba la organización de la sociedad en estructuras corporativas de tipo profesional controladas por el Estado, modelo desarrollado en especial por regímenes fascistas de Italia, Alemania, España y Portugal, y c) pauta de comportamiento social caracterizada por la defensa a ultranza de los intereses de un determinado grupo socioprofesional” (Montagut, 2000: 88).


    




    Los acuerdos políticos se encuentran en la base de la Constitución aprobada en 19786. Preveían el derecho de reunión y asociación, así como el derecho y la libertad de expresión, la reforma del Código Penal y la reorganización del escenario político.




    

      6 La Constitución de 1978 reconoce España como un país social y democrático de derecho, plasmando en el texto constitucional las directrices necesarias para desarrollar acciones, reflejando la descentralización administrativa y política en 17 Comunidades Autónomas. Además integra España en la UE, propiciando su reconocimiento internacional como un país capaz de competir con los países más desarrollados.


    




    Los acuerdos económicos incidían en el control de la inflación y la creación de ocupación. Se quería hacer frente a la situación económica y social.




    Así mismo, los Pactos de la Moncloa propiciaron la creación -por el Decreto del 22 de diciembre de 1978- de cuatro institutos sociales: el Instituto Nacional de la Salud (INSALUD), para la protección de la salud; el Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS) para gestionar los beneficios económicos por jubilación o pérdida de ingresos; el Instituto de mayores y Servicios Sociales (INSERSO) para gestionar los servicios sociales a la vejez o a las personas con discapacidades; y el Instituto Nacional de Empleo (INEM) para situaciones de desocupación. Estos Institutos representan la práctica desaparición del INP.




    A partir de los ochenta comienza una etapa de ampliación del sector público y políticas de redistribución de la renta. Se diseña un proyecto de democratización política y económica que llevará a España hacia un Estado del Bienestar. La Constitución de 1978 “recoge la voluntad -y la necesidad- de modernizar las estructuras sociales y políticas españolas, promoviendo las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, facilitando la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social” (Montagut, 2000: 171).




    Desde los años 80, los cambios que han tenido lugar en España han sido los siguientes: en primer lugar, en la política se ha producido un cambio desde un sistema autoritario a una democracia7, asumiéndose los Derechos de Ciudadanía; descentralización política que ha significado la descentralización de las competencias en beneficio de las CCAA y en detrimento del papel del Estado y la integración plena en la UE en las directrices a seguir por los países miembros.




    

      7 En el año 1982, gana las elecciones el Partido Socialista Obrero Español (PSOE), y es cuando se considera verdaderamente consolidada la Democracia. Es el PSOE el partido que acomete las principales medidas para el desarrollo del Estado del Bienestar (Ibídem, 2000).


    




    En segundo lugar, han habido cambios económicos: la modernización de la estructuras productivas y adaptación a las nuevas tecnologías; en relación al paro aumenta el de larga duración y mayor incidencia en los jóvenes. Y, en tercer lugar, cambios sociales a través de la incorporación de la mujer al sistema educativo en los diferentes niveles y al mercado laboral; el aumento de la esperanza de vida y la disminución de la natalidad han transformado la estructura de la población española; el incremento de la pobreza y la exclusión social como consecuencia de problemas económicos y las transformaciones sociales que han marginado a los sectores de la población más vulnerables. En España, la política de protección social tiene un marcado carácter social pero también económico y se organiza alrededor de diversas áreas entre las que se encuentran: Servicios Sociales, vivienda, empleo, sanidad, educación o medio ambiente.
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